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Abstract 

Since the end of the 2000s, Uruguay registered a strong process of transformation in the agricultural sector, 
mainly due to the expansion in the area of soybean cultivation. This process was accompanied by a substan-
tial increase in the use of agrochemicals (fertilizers, herbicides and insecticides), an unprecedented phenome-
non in the country in terms of scale. In parallel, complaints of intoxication have grown strongly, both by urban 
and rural residents. The objective of this work is to investigate the role that women have had in denouncing the 
effects of the application of agrochemicals and the way they perceive they have affected them, their families 
and communities. The study included a review of press articles and documents referring to cases in which 

 
IIUna versión ampliada y modificada de este artículo se encuentra en: Chiappe M. El papel de las mujeres rurales en las denuncias 
por la aplicación de agrotóxicos. In: Celiberti L, editor. Las bases materiales que sostienen la vida: perspectivas ecofeministas. Mon-
tevideo: Cotidiano Mujer; 2019. p. 137-62. 
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women were protagonists of the complaints, and interviews with qualified informants and women complain-
ants. From the information collected it is possible to conclude, on the one hand, that the complaints have con-
tributed to evidence the consequences of agrochemical applications, and on the other hand, to break with the 
traditional invisibility of women in the rural context and generate new frameworks in the social relations of the 
affected areas. However, it was also detected that there are still social and cultural barriers that inhibit women 
from making complaints and threaten the visibility of problems affecting rural communities. 
Keywords: rural women complaints, agrochemical use increase, agrochemical complaints 
 
 
Resumen 

Desde fines de la década de 2000, Uruguay registró un fuerte proceso de transformación en el sector agrope-
cuario debido sobre todo al incremento del área del cultivo de soja. Este proceso fue acompañado de un in-
cremento sustantivo en la utilización de agroquímicos, tanto de fertilizantes como de herbicidas e insecticidas, 
fenómeno inédito en el país en cuanto a su escala. Paralelamente, las denuncias por intoxicación fueron cre-
ciendo fuertemente, tanto por parte de pobladores urbanos como rurales. El objetivo de este trabajo es inda-
gar en el rol que han tenido las mujeres en las denuncias de los efectos de la aplicación de agroquímicos y 
presentar sus visiones sobre cómo las afectan a ellas, sus familias y comunidades. El estudio incluyó una re-
visión de artículos de prensa y documentos donde se hace referencia a los casos en que las mujeres fueron 
protagonistas de las denuncias, y entrevistas a informantes calificados y mujeres denunciantes. De la infor-
mación recabada es posible concluir, por un lado, que las denuncias han contribuido a evidenciar las conse-
cuencias de las aplicaciones con agroquímicos y, por otro lado, romper con la tradicional invisibilidad de las 
mujeres en el contexto rural y generar nuevos entramados en las relaciones sociales de las zonas afectadas. 
Sin embargo, también se detectó que aún persisten barreras sociales y culturales que inhiben a las mujeres a 
efectuar denuncias y atentan contra la visibilidad de los problemas que afectan a las comunidades rurales. 
Palabras clave: denuncias de mujeres rurales, uso de agroquímicos, denuncias sobre agroquímicos 
 
 
Resumo 

Desde o final da década de 2000, o Uruguai registrou um forte processo de transformação devido 
principalmente ao aumento da área de cultivo de soja. Esse processo foi acompanhado por um aumento 
substancial no uso de agroquímicos, fertilizantes e herbicidas e inseticidas, um fenômeno sem precedentes 
no país em termos de escala. Paralelamente, as queixas de intoxicação cresceram fortemente, tanto por 
residentes urbanos quanto rurais. O objetivo deste trabalho é investigar o papel das mulheres na denúncia 
dos efeitos da aplicação de agroquímicos e apresentar suas visões sobre como isso os afeta, suas famílias e 
suas comunidades. O estudo incluiu uma revisão de artigos de imprensa e documentos referentes a casos 
em que as mulheres foram protagonistas das queixas e entrevistas com informantes qualificados e queixosas. 
A partir das informações coletadas, é possível concluir, por um lado, que as denúncias contribuíram para 
demonstrar as conseqüências das aplicações com agroquímicos e, por outro lado, para romper com a 
invisibilidade tradicional das mulheres no contexto rural e gerar novas estruturas em as relações sociais das 
áreas afetadas. No entanto, também foi detectado que ainda existem barreiras sociais e culturais que im-
pedem as mulheres de apresentar queixas e ameaçam a visibilidade de problemas que afetam as comuni-
dades rurais. 
Palavras-chave: reclamações da mulheres rurais, uso do agroquímicos, reclamações agroquímicos 
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1. Introducción 
Con el advenimiento de la Revolución verde en la 
segunda mitad del siglo XX, la utilización de pro-
ductos químicos —fertilizantes, herbicidas, fungi-
cidas y pesticidas— en la agricultura se incremen-
tó sustancialmente y con ello las primeras protes-
tas por sus efectos negativos sobre el ambiente y 
la salud humana. La bióloga marina Rachel Car-
son fue la primera investigadora en denunciar los 
efectos de los insecticidas en su libro la Primavera 
Silenciosa, publicado en 1962. Era la época de la 
Guerra Fría y productos químicos tales como DDT, 
que habían sido utilizados en la Segunda Guerra 
Mundial, encontraban su nueva funcionalidad en la 
producción agrícola y eran a su vez causantes de 
la mortandad de aves, insectos y otros organis-
mos. El pensamiento de Rachel Carson iba en el 
sentido opuesto a la industria química, en tanto 
concebía a los seres humanos no como conquis-
tadores sino como parte de la naturaleza. A pesar 
de la fuerte resistencia y oposición que generó en 
la industria química la publicación del libro, su 
mensaje no solo contribuyó a generar conciencia 
en la población sobre la necesidad de prestar 
atención a temas ambientales, sino que motivó a 
la creación de una comisión parlamentaria espe-
cial bajo el gobierno de Kennedy, que apoyó su 
investigación y condujo a la prohibición del uso de 
DDT y otros pesticidas —o «biocidas», como Car-
son argumentó que debían denominarse en el en-
tendido de que sus efectos no se limitaban a las 
plagas «objetivo». Luego de una larga etapa de 
sobrellevar cáncer, Carson falleció en 1964, solo 
dos años después de la aparición de su libro(1)(2). 
Como resultado de su publicación, no solo se im-
pusieron restricciones a algunos insecticidas, sino 
que se creó la Agencia de Protección Ambiental 
en 1970 y en 1980 el presidente Jimmy Carter le 
otorgó la Medalla Presidencial de la Libertad. Su 
libro marcó un hito e influyó fuertemente en el sur-
gimiento del movimiento ambientalista moderno, al 
punto de que Carson es considerada la «madre 
del movimiento ambientalista»(3)(4). 
A pesar del fuerte impacto que tuvo en la pobla-
ción y en la regulación del uso de pesticidas, y que 
al día de hoy continúa siendo una referencia en la 
temática, no evitó que se continuara con la aplica-

ción a gran escala de plaguicidas de síntesis in-
dustrial en el sector agrícola y las modificaciones 
realizadas no obstaculizaron la tendencia al au-
mento de la agricultura de gran escala, que tornó 
prácticamente inviable la producción sin la aplica-
ción de plaguicidas(5). 
En los años 1970 y 1980, las mujeres tuvieron un 
papel sustancial en continuar la lucha de Rachel 
Carson en Estados Unidos, con sus protestas con-
tra el uso de plaguicidas en parques, los tóxicos 
en los pozos de agua y patios de las escuelas y de 
herbicidas en bosques y parques nacionales. Y 
fueron las mujeres de diferentes sectores (activis-
tas, académicas, científicas) que conformaron la 
mayor parte del movimiento para revertir los efec-
tos de productos tóxicos en el ambiente. Además 
de la influencia que tuvo el trabajo de Carson en el 
surgimiento del movimiento ambientalista, fue una 
pieza clave en el desarrollo del ecofeminismo, que 
en la década de 1980 surge como corriente donde 
confluyen los enfoques feminista y ambientalista. 
Una de las responsables de unir estos enfoques, 
Carolyn Merchant, reconoció en el ecofeminismo 
un antídoto a la Primavera Silenciosa y a la muerte 
de la naturaleza(6). 
En la agricultura uruguaya, la utilización de pro-
ductos de síntesis industrial destinados al control 
de plagas y enfermedades y al control de malezas 
se remonta a mediados del siglo pasado, época en 
que la agricultura de cereales y oleaginosos tuvo 
un período de auge, con más de 1.000.000 de 
hectáreas cultivadas en la década de 1960. En las 
décadas siguientes, la superficie con cultivos de 
secano sufrió una fuerte caída y nuevamente, a 
partir de inicios del siglo XXI, Uruguay registró un 
fuerte proceso de transformación del sector agro-
pecuario, en que la superficie agrícola total fue en 
constante aumento, fundamentalmente a partir de 
la siembra de soja transgénica (SojaRR). Este in-
cremento fue acompañado de la utilización masiva 
del herbicida glifosato y otros plaguicidas y fertili-
zantes químicos(7). Entre 2006 y 2014 las importa-
ciones en volumen de fertilizantes casi se triplica-
ron y el volumen importado de plaguicidas (herbi-
cidas, insecticidas, fungicidas) se multiplicó por 
cuatro. Entre los plaguicidas, el de mayor utiliza-
ción ha sido el herbicida glifosato, cuya importa-
ción aumentó 10 veces entre el año 2000 y 2014: 
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de 2,5 toneladas a casi 25 toneladas. Lo mismo 
sucedió con los principales insecticidas (endolsul-
fan, clorpirifos, cipermetrina y lambda cialotrina), 
cuyas importaciones pasaron de 40 toneladas en 
2000/2001 a 820 toneladas en 2009/2010(8)(9). 
Las consecuencias en el ambiente y la salud hu-
mana de estos paquetes no se hicieron esperar, y 
con ello fueron creciendo las denuncias por parte 
de autoridades municipales, pobladores de pe-
queños pueblos y localidades rurales, productores 
de frutas y hortalizas y apicultores(10). En este con-
texto, a nivel de las áreas rurales las voces de las 
mujeres como denunciantes por situaciones de 
aplicación indebida, contaminación o intoxicación 
han cobrado un fuerte protagonismo, inédito hasta 
ahora en Uruguay. Este hecho llama la atención 
especialmente si tenemos en cuenta que las muje-
res representan una baja proporción de la pobla-
ción de áreas rurales y que han estado tradicio-
nalmente relegadas del ámbito público y los espa-
cios de participación social(11). 
El objetivo de este artículo es precisamente inda-
gar, desde un abordaje de género, en los roles 
que han tenido las mujeres en las denuncias vin-
culadas con aplicaciones de plaguicidas en la 
agricultura y explorar de qué manera estas han 
incidido en sus vidas y comunidades. 
 

2. Antecedentes sobre impactos de 
agroquímicos en mujeres y otros grupos 
vulnerables 
En Uruguay aún son escasos los estudios sobre el 
impacto de los agroquímicos en la salud humana. 
Burger(12), una de las investigadoras que ha estu-
diado este tema a partir de su trabajo en el Centro 
de Información y Asesoramiento Toxicológico 
(CIAT), distingue tres grupos sociales de alta vulne-
rabilidad a nivel agropecuario: a) los niños y las 
niñas que viven en zonas rurales o suburbanas, b) 
las mujeres embarazadas, y c) los trabajadores 
expuestos. 
En el caso de los niños, las intoxicaciones agudas 
a causa de plaguicidas de uso agrícola o produc-
tos veterinarios se deben a que es frecuente que 
los productos químicos se envasen en cualquier 

tipo de recipiente: botellas de plástico que corres-
ponden a agua mineral, refrescos, envases de 
medicamentos e incluso biberones. Uno o dos 
sorbos de algunos plaguicidas de alta concentra-
ción pueden ser suficientes para causar un cuadro 
agudo grave en un niño pequeño. Otra fuente de 
intoxicación en niños mayores es cuando ayudan 
a sus padres en la preparación de mezclas, la car-
ga de los equipos de aplicación y el manejo gene-
ral de estos productos. Como forma de contrarres-
tar esta situación y modificar estas conductas, la 
autora considera fundamental trabajar a nivel del 
hogar rural con los adultos a cargo de los niños y 
los maestros a nivel de las escuelas rurales. Ade-
más, es necesario capacitar en la construcción de 
espacios de almacenamiento de plaguicidas fuera 
del hogar que cuenten con condiciones de seguri-
dad. Con estas medidas, si bien no es posible 
afirmar que terminarían las intoxicaciones, dismi-
nuiría su incidencia(11). 
El segundo grupo de población vulnerable lo cons-
tituyen las mujeres embarazadas que trabajan en 
actividades agrícolas, especialmente en viveros o 
invernaderos, donde están expuestas a una alta 
concentración de plaguicidas. Debido a los roles 
tradicionales de género, es más factible que los 
hombres estén expuestos a los plaguicidas, ya 
que es frecuente que sean los encargados de rea-
lizar los tratamientos. No obstante, aunque las 
mujeres no apliquen directamente los plaguicidas, 
es probable que estén en contacto en la posapli-
cación. Más allá de la exposición laboral, las muje-
res están expuestas frecuentemente al lavado de 
ropa utilizada en la aplicación de estos productos 
por parte de sus familiares. Si existe exposición 
crónica a los plaguicidas, el material genético pue-
de ser dañado y, en caso de embarazo, transmitir-
se al bebé desde el útero, pudiendo dar lugar a 
enfermedades futuras en la niñez o en la etapa 
adulta, además de los efectos directos que pudie-
ran causar a la madre. Los plaguicidas pueden 
también contaminar la leche materna y atravesar 
la placenta, por lo que es muy importante que una 
mujer embarazada o que esté amamantando a su 
hijo no esté expuesta a ningún plaguicida(12). 
Las mujeres son especialmente vulnerables ya 
que hasta 33 % de la carga química de una mujer 
puede ser transmitida a un bebé durante la gesta-
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ción, ya sea a través de la placenta o del amaman-
tamiento. El problema es que las mujeres muchas 
veces no son conscientes de los riesgos que en-
frentan, dado que los productos químicos pueden 
permanecer en el organismo largo tiempo y mani-
festarse más adelante. Por tanto, sin saber, las 
mujeres pueden poner en riesgo la salud del bebé, 
con efectos a largo plazo(12)(13). 
Carmen Ciganda —citada por Gyurkovits(14)— des-
taca que la exposición de un miembro de la pareja 
a agrotóxicos puede afectar la salud reproductiva 
de ambos integrantes. Así, la toxicología reproduc-
tiva tiene algunas características que le dan una 
singularidad especial: envuelve a la pareja y no 
solo a un individuo, y suele ser ignorada en su 
dimensión hasta tanto no es buscado el embarazo. 
Numerosos trabajos realizados en otros países 
han demostrado la relación entre la exposición a 
plaguicidas y alteraciones reproductivas tales co-
mo alteraciones de la fertilidad femenina y mascu-
lina, aborto, pretérmino, feto pequeño para la edad 
gestacional, malformaciones, bajo peso al nacer y 
óbito. Sin embargo, a nivel nacional no se ha efec-
tuado ningún estudio que valore la repercusión de 
los plaguicidas contaminantes del ambiente de 
trabajo y/o medioambiental sobre la salud repro-
ductiva de la pareja expuesta. 
El tercer grupo vulnerable lo constituyen los apli-
cadores de plaguicidas, quienes en general no 
cumplen con las medidas de seguridad recomen-
dadas para realizar las aplicaciones, ya sea por 
desconocimiento o por no darle la importancia de-
bida. Si bien se han dictado muchos cursos a or-
ganizaciones de trabajadores rurales desde diver-
sas instituciones públicas y privadas, estos no pa-
recen haber sido suficientes ya que aún persisten 
los problemas de intoxicación(12). 
Un estudio publicado por tres organizaciones no 
gubernamentales en la zona norte del país (Bella 
Unión, departamento de Artigas), donde se produ-
ce arroz, caña de azúcar y cultivos hortícolas de 
invernadero, relevó los efectos de la aplicación de 
plaguicidas entre las mujeres que concurrían a 
una policlínica, provenientes de dos comunidades. 
Según este estudio, la mitad trabajaba en tareas 
agrícolas, aunque declararon no aplicar directa-
mente los productos químicos. La otra mitad se 

definía como ama de casa, pero tenía cultivos en 
su terreno. En todos los casos el contacto con los 
productos era indirecto ya que lavaban la ropa 
usada por sus esposos en las aplicaciones. El 
58 % de las mujeres declaró sentir algún malestar 
después de las aplicaciones aéreas con agroquí-
micos (principalmente respiratorios, en la vista, 
digestivos y neurológicos). Por otra parte, 37,5 % 
de las mujeres encuestadas habían tenido dificul-
tades en la concepción y 25 % habían sufrido 
abortos espontáneos múltiples (Red de Acción en 
Plaguicidas y sus alternativas para América Latina 
[RAPAL], REDES-Amigos de la Tierra Uruguay [RE-
DES-AT], Regional Latinoamericana-Unión Interna-
cional de Trabajadores de la Alimentación(15). 

 
3. Metodología 
El trabajo toma como base una revisión de artícu-
los de prensa y documentos donde se hace refe-
rencia a casos en que las mujeres fueron protago-
nistas de denuncias en los últimos diez años, ya 
sea por haber sido afectadas directamente o por 
formar parte de una localidad afectada en su con-
junto. Además, se solicitó información sobre las 
denuncias realizadas en los últimos cinco años a 
la Dirección General de Servicios Agropecuarios 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
se realizaron entrevistas y consultas a dos infor-
mantes calificados (directora del Centro de Infor-
mación y Asesoramiento Toxicológico, CIAT, y de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos, 
INDDHH), y se entrevistó a seis mujeres denuncian-
tes de Canelones y San José para conocer sus 
experiencias y opiniones en torno a la aplicación 
de agroquímicos en sus respectivas localidades. 
Se buscó conocer qué tipo de afecciones desarro-
llaron, a qué problemas se vieron enfrentadas a la 
hora de realizar las denuncias, cuáles fueron los 
mecanismos que utilizaron, qué respuestas obtu-
vieron y cómo impactó en sus vidas. Además, se 
indagó en el impacto que han tenido las denuncias 
a nivel de sus familias y comunidades y qué pers-
pectivas vislumbran las mujeres para los próximos 
años. 
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4. Resultados y discusión 
En este contexto, en los últimos años, habitantes 
del medio rural y de pequeños poblados aledaños 
a zonas rurales, fundamentalmente de la zona 
litoral oeste y sur del país, donde se concentra la 
agricultura de secano y especialmente el cultivo de 
soja, han comenzado a hacer escuchar sus voces 
públicamente denunciando los problemas que ocu-
rren como consecuencia de la aplicación de los 
plaguicidas y en reclamo de la aplicación de las 
normas y las regulaciones vigentes. 
Desde 2010 en adelante, las denuncias han ido 
tomando repercusión pública a través de la prensa 
escrita, medios radiales, televisivos y electrónicos, 
así como redes sociales. De esta manera, diarios 
y periódicos de alcance nacional como la diaria, 
Brecha y El País, y de alcance local como Info-
Guichon (Paysandú) y El Acontecer (Durazno), 
prensa ambientalista como La Hora Verde, boleti-
nes de RAPAL-UY, radio Mundo Real de Amigos de 
la Tierra y organizaciones como Camino Verde y 
Vida Silvestre, entre otros, publicaron artículos que 
dan cuenta de los tipos de denuncias realizadas y 
las repercusiones que han tenido. 
Según información proporcionada por la División 
de Servicios Agrícolas (DGSA) del MGAP, entre los 
años 2014 y 2018 se recibieron 555 denuncias, de 
las cuales 158 (28,5 %) fueron de mujeres, 358 
(64,5 %) fueron de hombres y 39 (7 %) fueron 
anónimas. El año que se recibieron más denun-
cias fue en 2017, con un total de 145 (Tabla 1). 
Tabla 1. Número de denuncias según año y sexo 

(2014-2018) 
Año Hombres Mujeres Anónimo Total 
2014 62 33 4 99 
2015 59 37 12 108 
2016 68 21 12 101 
2017 108 28 9 145 
2018 61 39 2 102 

TOTAL 358 158 39 555 
Fuente: Elaboración propia con base en datos suministrados 

por DGSA (2019, conversation with DGSA; unreferenced). 

 

Del total de las denuncias, 514 (92,6 %) fueron por 
aplicaciones terrestres, y 41 (7,4 %), por aplica-
ciones aéreas. La mayoría (397 o 71,5 %) fueron 
realizadas por aplicaciones en áreas rurales, y 158 
(28,5 %), por cercanías a centros poblados. 
Si bien en el período considerado se registraron 
denuncias en todo el país, la mayor parte (387, 
equivalente a 70 %) fueron realizadas en cinco 
departamentos: Canelones (132), Colonia (84), 
Soriano (71), San José (55) y Paysandú (45). Si 
tenemos en cuenta que el 80 % del área del país 
cultivada con soja se concentra en Soriano, Colo-
nia, Paysandú, Río Negro y San José y que en 
Canelones es donde hay mayor densidad de po-
blación rural, no llama la atención que estos sean 
los departamentos con mayor incidencia de de-
nuncias. La distribución entre hombres y mujeres 
para el período 2014-2018 se presenta en la Tabla 
2. 
Tabla 2. Denuncias realizadas por departamento 

según sexo (2014-2018) 
Departamento Hombres Mujeres Anónimo Total 

Canelones 82 38 12 132 
Paysandú 30 14 1 45 
San José 27 15 13 55 
Soriano 42 25 4 71 

Total 244 109 34 387 
Fuente: Elaboración propia con base en datos suministrados 

por DGSA (2019, conversation with DGSA; unreferenced). 

 

El desglose del número de denuncias por sexo y 
por departamento fue solicitado a la DGSA espe-
cialmente para este trabajo, pero no fue posible 
obtener los motivos de las denuncias realizadas 
según sexo. 
Los principales motivos de denuncia fueron, en 
orden de importancia: 1) deriva de productoii; 2) no 
cumplimiento de distancia mínima de los cursos de 
agua; 3) no cumplimiento de distancia mínima de 
centros poblados; 4) mortandad de colmenas; 5) 
afectaciones a la salud, y 6) no cumplimiento de 
distancia mínima de centros educativos. 

 
ii Se denomina «deriva» al fenómeno de caída del producto 
fuera del área tratada, en general por causa del viento. 
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A partir de los testimonios recogidos en la prensa, 
en documentación proveniente de ONG ambienta-
listas y en las denuncias presentadas a la Institu-
ción Nacional de Derechos Humanos, se identifi-
caron tres orígenes de denuncias por fumigacio-
nes: a) maestras de escuelas de centros poblados 
o escuelas rurales; b) denuncias por parte de mu-
jeres que viven en localidades cercanas o en es-
tablecimientos colindantes a los que se fumiga, c) 
denuncias por parte de vecinos que viven en po-
blados cercanos a los que se fumiga y en las que 
las mujeres han tenido un elevado protagonismo. 
Entre las denuncias que tuvieron mayor difusión 
en la prensa se encuentran las realizadas por 
maestras de escuelas rurales, en los departamen-
tos de Río Negro (año 2012), Soriano (año 2013) y 
Canelones (año 2014). En todos los casos, las 
denuncias ocurrieron por fumigaciones terrestres 
realizadas con glifosato, al preparar la tierra para 
el cultivo de soja en establecimientos aledaños a 
las escuelas. 
Uno de los casos más difundidos en la prensa 
ocurrió en abril de 2012, cuando la maestra direc-
tora de la escuela N.º 30 del poblado de Puntas de 
Rolón (al norte del departamento de Río Negro) 
fue rociada por el conductor de un «mosquito»iii 
que se acercó aún más al alambrado que los se-
paraba cuando la funcionaria le recriminó que es-
taba violando la normativa en la materia. La maes-
tra, quien sufrió dolor de cabeza y picazón genera-
lizada en el cuerpo durante varios días, denunció 
el caso en varios ámbitos, incluso por la vía judi-
cial contra la empresa Agronegocios del Plata 
(ADP), filial del conocido grupo sojero de origen 
argentino Los Grobo (de Gustavo Groboco-
patel)(16). Los inspectores tomaron declaración a 
los ingenieros de ADP y les hicieron firmar un acta. 
La Justicia falló a favor de la maestra el 18 junio 
de 2013 y la empresa fue condenada a indemni-
zarla con US$ 3.800, a pesar de que los asesores 
legales habían pedido US$ 7.000. En declaración 
a la prensa, ella señaló que su «intención no era el 
dinero, sino sentar un precedente, para que la 
gente se anime y denuncie». Después del episodio 

 
iii«Mosquito» es el nombre con el que se denomina corrien-
temente en Uruguay al equipo para la aplicación de plaguici-
das en forma terrestre. 

de intoxicación, la maestra fue trasladada a otra 
escuela rural, en la localidad de Punta de Averías, 
departamento de Río Negro(17)(18). En una entrevis-
ta radial, la maestra destacó que mucha gente en 
varias zonas de Río Negro ve las fumigaciones y 
no se anima a denunciarlas, debido a que «la ma-
yoría conoce a alguien de los campos, o trabajan 
en los campos, no quieren perder los trabajos, no 
quieren pelearse con los vecinos»(19). 
Otro caso sucedió en 2013 en la Escuela Rural 
103, de Colonia Manuel Victoria, departamento de 
Soriano. Dos mujeres y algunos alumnos fueron 
intoxicados durante la aplicación de herbicida 
cuando se preparaba la tierra para cultivo de soja. 
Según la crónica, al momento de la aplicación el 
viento soplaba fuertemente y provocó que el ve-
neno invadiera el centro escolar y afectara a una 
maestra, una madre y algunos alumnos, uno de 
los cuales continuó con parte de las vías respirato-
rias afectadas, lo que le impidió asistir a clases. El 
edil Luis Ciganda, de la localidad de Rodó (a 2 km 
de la escuela), declaró a la prensa en su oportuni-
dad que este tipo de accidentes no es la primera 
vez que ocurría y que hacía varios años que se 
hacían denuncias. Ciganda puso en conocimiento 
de este episodio a las autoridades del departa-
mento y a la dirección de Servicios Agrícolas del 
MGAP, quienes se comprometieron a enviar a un 
funcionario para realizar un estudio de la zona y 
verificar lo ocurrido(20)(21). 
Al año siguiente (2014), en la zona de Paso Picón 
(departamento de Canelones) una maestra de-
nunció problemas de salud por fumigaciones cer-
canas a su vivienda y escuela por parte de Máxi-
mo Castilla, un conocido médico y productor rural 
de la zona que comenzó a plantar soja en 2009. 
Después de un largo proceso que involucró la in-
tervención del Colegio Médico del Uruguay y se 
extendió hasta 2015, el Ministerio de Salud Públi-
ca, a través de la directora de Salud Ambiental y 
Ocupacional, le aplicó una multa de 1000 unida-
des reajustables (unos US$ 26.000). El texto de la 
resolución fundamenta la multa con el argumento 
de que se está «ante un hecho de suma irrespon-
sabilidad, como consecuencia de la aplicación de 
plaguicidas de manera inadecuada e infringiendo 
normativa», destacando «la gravedad de la situa-
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ción y que la vida humana no tiene pre-
cio»(22)(23)(24). 
En la entrevista realizada en junio de 2019, la 
maestra de Paso Picón, a quien llamaremos Alicia, 
relataba: «Yo me vine de Montevideo a vivir aquí 
por calidad de vida, para vivir en un lugar sano… 
yo alquilo, me podría haber ido, pero sentí que 
tenía que defender mi vida. Lo primero que hice 
fue hablar con Castilla. Recibí amenazas, le saqué 
una foto que salió en la prensa cuando me estaba 
amenazando directamente. Él fue comprando todo 
lo que podía comprar, su establecimiento rodea al 
núcleo poblado, los vecinos también se enferma-
ban, tenían alergias, afecciones en la piel, afec-
ciones respiratorias, yo tengo la colinesterasa 
drásticamente disminuida y afectación a la tiroi-
des… a mi hija le afectó a los bronquios... estaba 
angustiada, enojada, furiosa con todo lo que me 
pasó… las instituciones no estaban dando protec-
ción. Hice las denuncias en el Poder Judicial, en la 
policía, en la Intendencia de Canelones, me tuve 
que enfrentar al juez, en el MGAP le aplicaron mul-
tas por deriva, por afectación al cauce de agua, 
por no respetar la distancia de aplicación al centro 
poblado y al centro educativo, cada causal es dife-
rente y no es vinculante, al ser así queda como 
que fuera la primera vez que incumple. La Inten-
dencia le aplicó multas millonarias. Él es así, el 
más matón, es uno de los dueños de Canelones, 
los vecinos hablaron con el jefe de la policía, te-
nían miedo por mí. Ser montevideana fue funda-
mental… no tenía en el chip tenerle miedo a Casti-
lla… me tenía que defender, siempre dentro de la 
ley, y logré que no fumigara más cerca de mi ca-
sa». 
Y en cuanto a la influencia de las mujeres en las 
denuncias, Alicia señalaba: «En los colectivos am-
bientalistas predominan los hombres, en las 
asambleas que se han hecho por el agua predo-
minan los hombres, pero las mujeres, aunque 
seamos menos, nos hacemos escuchar, tomamos 
iniciativa». 
Entre las mujeres que participaron en denuncias 
como vecinas de campos linderos, se presentan 
cuatro testimonios, uno del departamento de Pay-
sandú, dos casos de Canelones y uno de San Jo-
sé. 

El primer testimonio tuvo amplia difusión de pren-
sa y se refiere a Walkiria González, funcionaria 
pública y propietaria de una finca en la zona de 
San Francisco, próximo a Guichón, Paysandú, 
quien fue afectada desde el año 2008 por las fu-
migaciones de un productor que tenía su residen-
cia a 10-12 metros de su casa. Junto con otras 
personas afectadas, Walkiria ha solicitado a las 
autoridades departamentales se tomen medidas 
para que no continúe con las fumigaciones, sin 
resultado. En sus palabras «el señor que realiza 
estas fumigaciones ha sido sancionado por el 
MGAP, pero ha continuado fumigando, inclusive en 
horarios nocturnos para que no lo vean»(14). Según 
las crónicas de prensa, desde que se iniciaron las 
fumigaciones comenzó a evidenciar síntomas de 
trastornos neurológicos. Después de varios estu-
dios médicos, se encontró que en el sistema ner-
vioso tenía niveles muy bajos de una sustancia 
neurotransmisora, la serotonina, para lo cual fue 
medicada. Si bien no evidenciaba ningún cuadro 
depresivo, tenía trastornos cognitivos y del siste-
ma nervioso. Entre los síntomas también se seña-
lan temblores, dormideras en el cuerpo, problemas 
en la respiración, en la vista, trastornos en el ritmo 
cardíaco y tumores en varias zonas del rostro. Ba-
jo el amparo del artículo 44 de la Constitución, en 
el que se manifiesta que «todo ciudadano tiene 
derecho a la salud» la damnificada inició un juicio 
contra el productor y contra el Estado por daños y 
perjuicios a su salud(17)(25)(26). De acuerdo con la 
información brindada por una testigo del juicio, 
este aún se encuentra en proceso. 
El segundo testimonio se trata de una pobladora 
(a quien llamaremos Elena) del paraje Sosa Díaz, 
departamento de Canelones, al norte de la Laguna 
del Cisne, donde se encuentra una planta potabili-
zadora de OSEiv. En el año 2013 le ganó un juicio 
al director del Instituto Uruguayo de Normas Téc-
nicas (UNIT), por el que este (o sus arrendatarios) 
solo podría plantar soja a partir de los 250 metros 
del límite del terreno colindante de la denunciante. 
Paralelamente, las movilizaciones de vecinos de 
Laguna del Cisne incidieron para que en octubre 
de 2015 la Intendencia Municipal de Canelones 

 
ivOSE: Obras Sanitarias del Estado, empresa pública encar-
gada del abastecimiento de agua potable y saneamiento en 
todo el territorio uruguayo. 
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decretara la prohibición de fumigar en la zona con 
recipientes de más de 50 litros, lo que significa 
que solo se pueden realizar aplicaciones con mo-
chilas que se llevan en la espalda. Sin embargo, el 
7 de enero de 2016 fumigaron con un mosquito, 
con viento de 18 km/h y ráfagas de más de 26 
km/h. Aunque realizó la denuncia policial, al día 
siguiente hubo una nueva fumigación frente a su 
casa, lo que motivó nuevas denuncias a la Direc-
ción General de Gestión Ambiental de la intenden-
cia departamental y al CIAT, donde se inició un ex-
pediente por el primer episodio de contaminación 
en 2013. Según su testimonio, desde la siembra a 
fin de 2015 hasta febrero 2016 se habían realizado 
cinco fumigaciones para aplicación de herbicida, 
antihongos, antichinches, antilagarta y desfoliante, 
luego de las cuales se quemaron los recipien-
tes(26)(27). 
Si bien la primera denuncia la realizó a través de 
la justicia civil, las denuncias posteriores las reali-
zó a través de la IMC, que a su vez dio parte al 
MGAP. En la entrevista realizada en su casa, Elena 
manifestó: «Ahora cambió mucho, para mí fue un 
éxitov, al principio fue muy duro, las denuncias las 
hice sola, los vecinos no quisieron sumarse, no 
había acuerdo en qué hacer con la plata si se ga-
naba el juicio»; «es necesario ampliar la red de 
información, concientizar a la gente de la zona, la 
gente no está bien informada sobre lo que hay que 
hacer». En cuanto a los daños sufridos en la salud 
producto de las fumigaciones, padece de gastritis 
aguda y «al día de hoy si fumigan en la Chinchilla 
—paraje que está a 3 km del campo donde resi-
de— me afecta al estómago y sufro de gastritis». 
«Hoy en día no tengo problemas porque también 
se cauteló la cuenca y en esta zona no se puede 
fumigar, se está respetando y con los vecinos no 
hay más problemas, el campo se vendió y la veci-

 
vSe refiere a las medidas cautelares establecidas por parte 
de la Intendencia de Canelones en noviembre de 2016 para 
una región del departamento, por las que «se establece la 
exclusión de actividades en el uso del suelo, quedando 
prohibido el laboreo (roturación) del mismo y el uso y/o ma-
nipulación de agroquímicos, la tala de monte nativo y la ge-
neración de alteraciones físicas sin autorización previa de la 
Intendencia de Canelones. Todo ello sin perjuicio de las 
medidas de protección y la normativa nacional vigente» (de-
creto disponible en el sitio de la Intendencia de Canelo-
nes).(27) 

na que compró se dedica a hacer agricultura orgá-
nica» (testimonio presentado en la Institución Na-
cional de Derechos Humanos por la Comisión por 
un Canelones libre de soja transgénica y en de-
fensa del agua, 5 junio de 2019). 
El tercer testimonio es el de Adela, productora de 
hierbas que reside en un establecimiento de la 
zona de Pedernal, donde es frecuente la produc-
ción hortícola en invernáculos. En la entrevista 
realizada en junio de 2019, Adela señalaba que 
actualmente los productores hortícolas son cuida-
dosos con las aplicaciones de plaguicidas en los 
invernáculos, que desde hace un tiempo utilizan 
habitualmente equipos nebulizadoresvi y de esa 
manera se evita el contacto humano con los pro-
ductos. Sí hubo denuncias hace unos tres años 
por aplicación aérea de productos por parte de un 
productor de soja de la zona, ubicado a unos kiló-
metros de su predio: «Vos conocés la zona, cono-
cés los ruidos de la zona, cuando hay una avione-
ta fumigando, vos sentís… la primera historia de 
fumigación fue en un predio que decían que era de 
Riogas. Y cuando se fumiga como aquí, los pre-
dios son muy chicos, se termina aunque no quiera 
fumigando arriba de la casa del vecino… ahí em-
pezamos a llamar a los vecinos, les dimos todos 
los contactos, y se ve que denunciaron, no se fu-
migó más y el hombre dejó de plantar soja… la 
Intendencia actuó, vinieron los inspectores. Antes 
no había el conocimiento que hay hoy en día, hoy 
todo el mundo sabe que no están permitidas las 
fumigaciones aéreas en Canelonesvii y dónde se 
puede llamar o a quién preguntarle de la zona 
dónde está el teléfono». 
Adela relata que participó en otra denuncia en el 
verano de 2018 por el lavado y la carga con pro-
ducto de un mosquito en la costa de un arroyo, 
cerca de la ciudad de Montes, donde hay una to-

 
viDesde fines de 2017, la Facultad de Agronomía (UDELAR), la 
Comisión Nacional de Fomento Rural y la Dirección General 
de Desarrollo Rural promueven la utilización de métodos de 
aplicación de agroquímicos por nebulización en invernaderos 
mediante instalaciones con emisores fijos distribuidos dentro 
de los mismos, además de promover el uso de control bioló-
gico, con el fin de disminuir la exposición de los productores 
a los agroquímicos, así como los residuos en las hortalizas 
producidas.(28)  
viiLas fumigaciones aéreas están prohibidas en Canelones 
desde el año 2008.(29) 
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ma de OSE de donde toman agua dos pueblos (Mi-
gues y Montes) y cerca de un campo que tienen 
ella y su marido. «Es un arroyo donde la gente 
acostumbra en verano a llevar a los niños a ba-
ñarse… Un día pasamos por ahí y vimos a un se-
ñor que estaba lavando el mosquito en la costa del 
arroyo. Paramos la camioneta, me bajé y le pre-
gunté al hombre “¿usted sabe lo que está hacien-
do?” y me dijo “¿y a usted qué le importa?”, ahí le 
expliqué qué era lo que estaba haciendo, que era 
un arroyo que se bañaban las familias, usted sabe 
bien que kilómetros abajo está la toma de agua de 
OSE. Me dijo de todo menos que era bonita… Sa-
camos fotos al mosquito y llamamos a la Dirección 
de Desarrollo Rural. Ese mosquito era de una es-
tancia que habían plantado soja, el fumigador tra-
bajaba los sábados, que no hay oficina. Mi esposo 
fue otro día con mis hijas y lo encontró lavando 
otra vez, ahí se llamó a la comisaría, vinieron en 
seguida y ya no lo volvimos a ver. En esos años 
solo era soja, soja, soja… ahora van haciendo ro-
taciones. Sabemos de otro caso que con ese 
mismo mosquito habían echado matayuyos en la 
estancia y como llovió en seguida, el agua arrastró 
el matayuyo y le quemó el campo al vecino. Esta-
mos hablando de la misma agua, todo va a parar 
al arroyo, es el agua que toma la gente». 
Las denuncias por aplicaciones con mosquito se 
remontan al menos a una década: «Otro caso, 
capaz que 10 años atrás, cuando recién se empe-
zaba con la soja, venían y arrendaban los campos, 
aquí son campos chiquitos y para los productores 
era buen negocio arrendar. En un campo fumiga-
ron con un mosquito y le quemaron el tomate. Ahí 
se hizo la denuncia, sé que lo multaron y al pro-
ductor de tomate lo indemnizaron… era un produc-
tor chico, pobre. Desde la Sociedad de Fomento 
Rural de Migues se hizo fuerza, lo ayudaron al 
productor con cómo, dónde y qué tenía que ha-
cer». 
Además de la soja, en la zona se planta maíz para 
alimento de feedlot y se realizan fumigaciones en 
avioneta. La dependencia laboral y la subordina-
ción en términos de poder económico aparecen 
como factores que inhiben a los productores veci-
nos de hacer denuncias. 

«Otro caso que todavía está existiendo, que lo 
tenemos cerca, es el de la estancia La Campana, 
que fumiga todavía con avioneta. Se hicieron las 
denuncias por los vecinos, pero ¿qué pasa? Son 
los dueños del Frigorífico San Jacinto… plantan 
maíz para el feedlot y usan las fumigaciones de 
avioneta… ahí lo que pasa es que la estancia da 
trabajo a los vecinos, que somos chiquitos, que 
mirá si nos vamos a enfrentar a la gente del Frigo-
rífico San Jacinto, está todo eso ahí. Pero resultó 
ser que con esas cosas que están echando a la 
tierra le envenenaron el pozo de agua a un matri-
monio joven y no pueden producir. No tengo cono-
cimiento si arreglaron con el productor y les pagó 
algo o les está pagando algo.» 
Adela agrega que actualmente cuando pasan la 
avioneta dicen que están plantando avena, des-
pués que plantan el maíz. Esto genera descon-
fianza, pero no les es posible determinar con cer-
teza qué se está haciendo, debido a la falta de 
denuncias: «Hay ingenieros que dicen que eso no 
se puede porque el maíz es como un cono y si la 
avena cae adentro no crece… Yo llamé y en la 
Intendencia me dijeron que habían pedido permiso 
para plantar avena; y no se sabe si no están tiran-
do algo más. Si los vecinos no denuncian… supo-
nemos que es otra cosa, pero no sabemos». 
Por otra parte, Adela señala que existe evidencia 
de contaminación del agua de uso doméstico con 
materia fecal y manifiesta que, si bien se han he-
cho análisis, el problema persiste: «El agua de los 
feedlots dónde va a parar, ese es otro tema para 
analizar… Ahí también trabajan los vecinos, por 
eso no denuncian. Aquí nadie puede tomar agua 
del pozo de la escuela, las maestras piden que los 
niños lleven agua… sabemos que todas las aguas 
están contaminadas con materias fecales, aquí en 
casa hervimos el agua. Hace un tiempo se hicie-
ron análisis de agua y químicos no salían, pero sí 
materia fecal. Las aguas estaban contaminadas 
antes de que en La Campana hicieran feedlot». 
Además de su participación, Adela señala la im-
portancia de las organizaciones en las que partici-
pa en la generación de conciencia de la comuni-
dad acerca de las formas: «Siempre que estoy 
hablando con los vecinos, les estoy diciendo que 
llamen, les digo dónde llamar, a la Intendencia o al 
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Ministerio, a la policía, hay que insistir… Desde la 
Sociedad de Fomento de Migues o desde la 
Cooperativa Calmañana siempre estamos expli-
cando cuáles son sus derechos y también las res-
ponsabilidades, les avisamos de los cursos en 
DIGEGRA, el manual del aplicador, cursos en las 
escuelas, incluso a los que echan químicos tam-
bién, siempre estamos trabajando sobre eso, qui-
zás porque nosotros somos orgánicos e insistimos 
en ese tema… lleva tiempo, cambiar la mentalidad 
del productor no es changa». 
Finalmente, el cuarto testimonio es el de una pro-
ductora familiar que reside en un establecimiento 
familiar próximo a la ciudad de San José con su 
esposo e hijas. Elena (seudónimo) ha realizado 
varias denuncias por la aplicación de agroquími-
cos en los alrededores de su establecimiento que 
han afectado no solo a los animales de la zona 
sino también su propia salud y la de sus hijas. 
Acerca de los impactos ocurridos y las razones 
que la impulsaban a realizar las denuncias, Elena 
comentaba: «Las mujeres vemos más los cambios 
que ha habido: muertes de aves después de las 
fumigaciones, aparecen aves muertas en el patio; 
muertes de peces —ahora en los arroyos no sale 
nada; los días que fumigan tenemos ardor en la 
vista, las vías respiratorias, malestar en el estó-
mago, picazón, cuando hay viento se siente y 
cuando es mucho el olor nos tenemos que ir de la 
casa, porque si te encerrás es peor». 
Las mujeres inciden también desde los colectivos, 
grupos o asociaciones en los que participan. A 
continuación, se presentan algunos casos de de-
nuncias realizadas por parte de vecinos que viven 
en poblados cercanos a los que se fumiga o en 
establecimientos de producción familiar y en las 
que las mujeres han tenido un rol protagónico. 
Uno de ellos ocurrió en 2012 cuando la Asociación 
Magisterial Rochense (departamento de Rocha, 
localidad ubicada en el sureste del país) denunció 
fumigaciones aéreas con plaguicidas en las inme-
diaciones de la escuela rural N.º 91 de Esteros de 
Pelotas, ubicada a 18 kilómetros de Villa Cebollatí, 
en las que la avioneta violó la distancia mínima de 
500 metros exigida para la aplicación(30). 
Otro caso ocurrió en Villa Ituzaingó (poblado del 
departamento de San José donde según el censo 

del año 2011 habitan 771 personas, 417 de ellas 
mujeres y 354 varones), donde vecinos perjudica-
dos por fumigaciones terrestres realizadas en el 
cultivo de soja en un establecimiento de la zona 
presentaron en abril de 2014 una carta con unas 
400 firmas a la Dirección Nacional de Medio Am-
biente (DINAMA) para erradicar el emprendimiento 
de soja y efectuaron una denuncia por contamina-
ción del arroyo y de varios habitantes. Olga Martí-
nez, miembro referente de la asociación civil que 
gestiona uno de los 372 Centros de Atención a la 
Infancia y la Familia (CAIF) del país, el CAIF Rincón 
de Luz, ubicado sobre la ruta 79 en frente al esta-
blecimiento, notificó que desde que el Centro abrió 
en febrero de 2014 se habían detectado proble-
mas de respiración en algunos de los niños. Como 
resultado, Tonigral S. A., la empresa que opera la 
plantación, fue multada(14)(26)(32)(33). 
Un tercer caso es el de la denuncia efectuada por 
los productores familiares del paraje La Armonía 
sobre la Ruta 33 de Canelones, de amplia difusión 
en la prensa debido a la envergadura y la visibili-
dad del daño en los predios y las pérdidas sufridas 
de hortalizas que afectaron a las siete familias en 
el verano del 2017(34)(35)36). Las pérdidas en este 
caso fueron a causa de la utilización para riego del 
agua de la cañada Valenzuela que pasa por la 
zona. En el establecimiento vecino al de los horti-
cultores, productores de tomates y morrones en 
invernáculo, se había aplicado una dosis 8 veces 
superior a la dosis permitida de un herbicida, el 
Picloram, en 64 ha de maíz próximas a los predios 
afectados. El establecimiento del cual provenía el 
producto es una sociedad anónima liderada por un 
productor argentino dedicado al agronegocio, con 
una superficie de unas 1500 ha, mientras los pre-
dios afectados tienen entre 1,5 y 4,5 ha(31)(37). 
Una de las productoras entrevistadas, a quien de-
nominamos Susana, decidió realizar la denuncia al 
MGAP vía web cuando detectó los síntomas de 
marchitamiento de las plantas: «Empecé a notar 
que las plantas estaban raras, en verano se des-
mayaban, en el vivero los plantines estaban intoxi-
cados, en todos los predios pasaba lo mismo, hay 
5 km entre un predio y otro. Habían pasado unos 
15 días, la aplicación de Picloram fue el 27 de di-
ciembre y el 17 de enero nos dimos cuenta». Con 
respecto a la participación de las mujeres en las 
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denuncias, manifiesta que las mujeres siempre 
estuvieron involucradas: «Hombres y mujeres va-
lemos lo mismo, a las reuniones vamos hombres y 
mujeres, no se siente la diferencia». De todos mo-
dos, señaló que al comienzo se notaba más preo-
cupación de las mujeres que de los hombres: «No 
se podía consumir nada, nosotros consumimos lo 
que producimos; es más de parte de las mujeres 
velar por la familia, los hijos están consumiendo y 
tomando lo que tenemos en el campo… la napa 
del arroyo estaba contaminada, el agua de pozo 
no, aquí no llega OSE, pasó un tiempo que no to-
mamos el agua de pozo porque no sabíamos, el 
agua de pozo no tenía buen aroma y buen co-
lor…». En cuanto al impacto que tuvo la contami-
nación, Susana comentaba: «Esto es un sueldo, 
es como que nos dejaran sin trabajo, teníamos 
cuentas que pagar —luz, gas, BPS, cuentas que no 
podés evitar y alimentos para los niños… Ahora no 
hay síntomas pero sentíamos ardor en nariz y gar-
ganta, malestar Intestinal». 
Actualmente, los productores están a la espera de 
la resolución de un juicio por 17 millones de pesos 
(unos 470.000 dólares americanos)viii. Susana y su 
familia optaron por comenzar a producir en forma 
«orgánica»: «Desde hace dos años estamos en 
transición, con muy buenos resultados, el sabor es 
muy diferente, más rico, más sano, estamos 
aprendiendo, no nos podemos dar el lujo de per-
der todo». 
A partir del relevamiento es posible inferir que gran 
parte de las denuncias son realizadas por mujeres 
que no están involucradas directamente en la pro-
ducción, como es el caso de las maestras o muje-
res que provienen de contextos sociales diferentes 
al de su residencia actual, con menor arraigo en el 
territorio, con independencia laboral a nivel perso-
nal o de los integrantes de su familia respecto de 
las empresas que se dedican a la producción ba-
sada en la utilización de agroquímicos. 
En contraposición, quienes se encuentran en una 
relación de dependencia laboral o familiar no se-

 
viiiSegún el texto de la demanda, el monto asciende a 
14.425.669 pesos por daño emergente (lo que no pudieron 
cosechar) y lucro cesante (lo que no pudieron cultivar a partir 
de ese año), a lo que se le adiciona 2,5 millones de pesos 
por el daño moral. En total son 16.925.669 de pesos(35)  

rían proclives a realizar denuncias. Como expresó 
el edil Luis Ciganda en una nota periodística de 
octubre de 2013 sobre las fumigaciones en la zona 
de Rodó del departamento de Soriano, «muchos 
niños tienen problemas en la piel y padecen aler-
gias, pero las madres prefieren no denunciar la 
situación para evitar inconvenientes con los veci-
nos o porque tienen relación laboral en el entorno 
agropecuario»(20)(38). En el mismo sentido, un es-
tudio realizado en la localidad de Young sobre el 
uso de agroquímicos y sus impactos en la pobla-
ción local postula que el hecho de que la mayor 
parte de las personas se conozcan o tengan cierto 
relacionamiento debilita la expresión del conflicto 
territorial en la esfera de lo público. La frase «la 
gente no va a criticar lo que le da de comer» sinte-
tiza la tensión que se produce entre la proximidad 
de los vínculos y la necesidad de explicitar de for-
ma manifiesta los malestares e interrogantes que 
pueden surgir por la utilización de agroquími-
cos(39). 
Con base en lo anterior, se podría inferir a modo 
de hipótesis a explorar en futuros estudios que un 
menor grado de dependencia a nivel laboral o fa-
miliar estaría incidiendo favorablemente en el he-
cho de que las mujeres realicen denuncias. Sin 
embargo, aún persisten barreras sociales y cultu-
rales que inhiben a las mujeres de efectuar de-
nuncias y atentan contra la visibilidad de los pro-
blemas que afectan a las comunidades rurales. 
Las relaciones sociales y laborales que ubican a 
muchos habitantes rurales en posiciones de 
subordinación y el potencial surgimiento de conflic-
tos en las comunidades son elementos que actúan 
en contra de las denuncias. Como se puso en evi-
dencia a través de las entrevistas, las mujeres que 
tuvieron un rol protagónico en las denuncias han 
debido enfrentarse a estructuras patriarcales y 
relaciones de poder fuertemente arraigadas local-
mente. Superar dichas barreras es un importante 
desafío para lograr un mayor bienestar y mejores 
condiciones de vida de los habitantes rurales en 
su conjunto. 
 

5. Conclusiones 
El avance del agronegocio, y en particular de la 
producción de soja, ha implicado la llegada al terri-
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torio nacional de actores extranjeros con capaci-
dad de inversión y de compra o arrendamiento de 
tierras, y la utilización de paquetes tecnológicos y 
prácticas agronómicas que intensifican el uso del 
suelo y el agua. Entre las prácticas utilizadas, son 
frecuentes las aplicaciones con agroquímicos. En 
zonas donde existe un predominio de la agricultura 
familiar y de mayor densidad poblacional, el im-
pacto en la salud de la población y el ambiente se 
hace más evidente, y es en esas zonas en donde 
predominan las denuncias en las que las mujeres 
cobran un papel relevante. 
La creación de mecanismos de denuncia por parte 
de organismos estatales ha sido clave en el avan-
ce de las mismas. De la información recabada es 
posible concluir que las denuncias han contribuido, 
por un lado, a evidenciar las consecuencias de las 
aplicaciones con agroquímicos y, por otro lado, a 
romper con la tradicional invisibilidad de las muje-
res en el contexto rural y generar nuevos entra-
mados sociales de las zonas afectadas. 
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